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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE  

BOGOTÁ D.C. 

 

 
 

Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 11001310502420210034400 
  

Bogotá D.C., a los nueve (09) días del mes de agosto de 2021 
 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por DIVA BUITRAGO MARTÍNEZ, 
identificada con la cédula de ciudadanía N° 41.502.010, actuando en causa propia 
contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y 
REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS por la presunta vulneración de sus 
derechos fundamentales de petición e igualdad.  
 
 I. ANTECEDENTES  
 
La accionante manifiesta que interpuso derecho de petición el 29 de junio de 2021, 
mediante el cual solicitó fecha cierta de cuánto y cuándo se le iba a entregar la 
indemnización por el homicidio de su compañero permanente Hernán Perilla Ayala, sin 
obtener respuesta; además, solicitó le informaran si le hacía falta algún documento para 
esa indemnización 
 
Agrega que la entidad accionada no contesta el derecho de petición ni de forma, ni de 
fondo, al no dar una fecha cierta de cuándo se va a desembolsar el monto de la 
indemnización por el homicidio de su compañero.  
 
Por lo expuesto, considera que la entidad accionada al no contestar de fondo, no solo 
viola su derecho de petición, sino que vulnera sus demás derechos fundamentales como 
es el derecho a la verdad y a la indemnización, igualdad y los demás derechos 
consignados en la tutela T-025/04; asimismo, indica que la Unidad manifiesta en una 
de sus respuestas que debe iniciar el PAARI siendo que ya lo inició. 
 

II. SOLICITUD 
 
DIVA BUITRAGO MARTÍNEZ, requiere que se tutelen sus derechos fundamentales 
de petición e igualdad; en consecuencia, se ordene a Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas -UARIV, contestar de fondo la petición del 29 de 
junio del año en curso. Asimismo, se ordene a la entidad accionada contestar el derecho 
de petición manifestando una fecha cierta de cuándo se le va a cancelar la indemnización 
por ser víctima por el homicidio de compañero permanente. 
 

III. ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Radicada la tutela y repartida el 27 de julio de 2021, se admitió mediante providencia 
del día 28 del mismo mes y año, ordenando notificar a la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, concediéndole el término de veinticuatro (24) horas 
para pronunciarse sobre los hechos en que se fundamenta de referencia.  
 

IV. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
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El Representante Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Atención y 
Reparación Integral a las Victimas – UARIV, manifestó frente a la solicitud realizada 
por la demandante, que su representada emitió respuesta mediante comunicación con 
radicado de salida N° 2021172022027801 del 29 de julio de 2021, la cual fue puesta en 
conocimiento de la demandante a través de la dirección de correo electrónico 
suministrada dentro de la presente acción de tutela, esto es, edganpi@gmail.com. 
 
De otra parte,  señala que  al no encontrarse la señora Buitrago Martínez bajo 
situaciones de extrema vulnerabilidad, esa entidad brindó una respuesta conforme a lo 
dispuesto en el artículo 14 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo y la Ley 1755 de 2015, haciéndole saber a la actora que 
para iniciar con el procedimiento, se requiere que allegue la documentación indicada en 
la respuesta emitida el 29 de julio de 2021, la fue enviada a través del correo electrónico 
dispuesto por esa entidad para tal fin, por lo que considera que esa unidad, ha resuelto 
de fondo la pretensión, dado que le informó debidamente cuál es el procedimiento que 
habrá de seguir para acceder a la medida de indemnización, lo cual guarda congruencia 
con lo pedido en la acción de tutela, por lo que la entidad que representa no ha vulnerado 
los derechos invocados por la demandante, en razón a que se presenta un hecho 
superado, por lo que solicita al Juzgado negar las pretensiones deprecadas por la parte 
actora en el escrito de tutela. 
 

V. CONSIDERACIONES 
 
COMPETENCIA 
 
Este despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el 
artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1983 de 2017 que dispone en numeral 2° “Las acciones 

de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden 

nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del 
Circuito o con igual categoría…”, como sucede en este caso. 
 

SOLUCIÓN AL PROBLEMA PLANTEADO 
 
Sea lo primero indicar a manera de argumentos introductorios que conforme lo dispone 
el Artículo 86 de la Constitución Política y, los reiterados pronunciamientos de la Corte 
Constitucional1 y aún lo señalado por el Decreto 2591 de 1991, la Acción de Tutela es  un 
instrumento judicial de protección de los derechos fundamentales de las personas cuando 
estos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad 

pública o, excepcionalmente, de un particular2, así como que la solicitud de amparo de los 
derechos fundamentales vía acción de tutela ostenta una naturaleza eminentemente 
residual y subsidiario, de ahí que su procedencia tenga el carácter de excepcional al 
verificarse la existencia de los siguientes escenarios (i) cuando el presunto afectado no 
disponga de otro medio de defensa judicial, o (ii) cuando, existiendo ese medio este carece de 
idoneidad o eficacia para proteger de forma adecuada, oportuna e integral los derechos 
fundamentales, en las circunstancias del caso concreto. Así mismo, procederá como 
mecanismo transitorio cuando la acción se interponga para evitar la consumación de un 
perjuicio irremediable a un derecho fundamental3.  
 

También ha señalado la Corte Constitucional entre otras decisiones en la Sentencia T-
500 de 2019, que para la procedencia de la Acción de tutela se deben cumplir los 
siguientes requisitos: (i) legitimación por activa; (ii) legitimación por pasiva; (iii) agotamiento de los 
mecanismos judiciales disponibles, salvo la ocurrencia de un perjuicio irremediable (subsidiariedad); y (v) la 

evidente afectación actual de un derecho fundamental (inmediatez)., en consecuencia, en se examinará 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencias T-119 de 2015, T-250 de 2015, T-446 de 2015, T-548 de 2015, T-317 de 2015 y T-087 de 

2020. 
2 Corte Constitucional Sentencia T-500 de 2019. 
3 Corte Constitucional Sentencia T-087 de 2020. 
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en primer lugar, si la presente acción de tutela, satisface los requisitos generales de 
procedibilidad. 
 
Así las cosas, para este Juzgado es claro que los requisitos de legitimación en la causa 
por activa y pasiva se encuentran satisfechos, en la medida que por un lado de acuerdo 
a lo enseñado por el artículo 86 de la Constitución Política y lo consignado en el artículo 
10 del Decreto 2591 de 1991, la señora Diva Buitrago Martínez se encuentra legitimada 
para interponer de forma directa la acción constitucional que nos ocupa, por cuanto es 
la titular del derecho fundamental que aduce fue vulnerado por la accionada, la 
legitimación por pasiva se halla cumplida, pues la solicitud se dirige contra una 
autoridad pública del orden nacional, como lo es la Unidad Administrativa Especial de 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV a la que se le atribuye la violación 
de los derechos deprecados,  entidad que le corresponde brindar asistencia y reparación 
individual a las víctimas garantizando su participación activa en el proceso, así como el 
retorno y/o reubicación de las víctimas del conflicto en condiciones de seguridad, 
dignidad y voluntariedad, de acuerdo con la normatividad vigente. 
 
Respecto del principio ii) inmediatez, la jurisprudencia constitucional ha indicado que, 
en virtud del citado principio, la interposición de la acción de tutela debe hacerse dentro 
de un plazo razonable  y oportuno, contado a partir del momento en que ocurre la 
situación violatoria o amenazante de los derechos fundamentales, encontrándose 
cumplido en el presente asunto, ya que entre el momento en que la demandante 
interpuso el derecho de petición, esto es, 29 de junio de 2021  y la radicación de la tutela 
27 de julio de 2021, no ha  transcurrido un (1) mes. 
 
En el caso puesto a consideración de esta sede judicial, se evidencia que el requisito de 
subsidiariedad se encuentra cumplido, toda vez que uno de los derechos invocados es el 
de petición, caso en el cual la Corte Constitucional ha estimado que el ordenamiento 
jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz 
diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración 
de este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza 
judicial que le permita efectivizar el mismo. Por esta razón, quien encuentre que la 
debida resolución a su derecho de petición no ocurrió, esto es, que se quebrantó su 
garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional.  
 
Aclarado lo anterior, cabe señalar que la Corte Constitucional de forma reiterada y 
pacífica, especialmente en Sentencia T-1160 de 2001, con ponencia del Magistrado 
MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA señaló que “La Corte Constitucional se ha ocupado 
ampliamente acerca del contenido, ejercicio y alcance del derecho de petición, además de confirmar su 
carácter de derecho constitucional fundamental”. 
 

El artículo 23 de la Carta faculta a toda persona a “presentar peticiones respetuosas ante las 
autoridades” – o ante las organizaciones privadas en los términos que señale la ley –, y, principalmente, 
"a obtener pronta resolución".  

 
De igual forma, el artículo 14 Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, reza: 
 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo 
norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro 
de los quince (15) días siguientes a su recepción.” 

 

Ahora, la Corte Constitucional en La sentencia antes citada, precisó:  
 

“Consiste no sólo en el derecho de obtener una respuesta por parte de las autoridades sino a que 
éstas resuelvan de fondo, de manera clara y precisa la petición presentada.  
De conformidad con la doctrina constitucional en la materia, esa respuesta debe producirse 
dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible, pues prolongar en exceso la 
decisión de la solicitud, implica una violación de la Constitución. Como reiteradamente lo ha 
sostenido ésta Corporación.  
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La efectividad del derecho de petición y su valor axiológico se deriva justamente del hecho de 
que el ruego debe ser resuelto con la mayor celeridad posible. Naturalmente, esta prerrogativa 
no permite obligar a las entidades públicas ni particulares a resolver favorablemente las 
peticiones que les sometan los ciudadanos, por cuanto la norma superior se limita a señalar que, 
como consecuencia del mismo, surge el derecho a "obtener pronta resolución", lo cual no implica 
que ésta necesariamente tenga que resultar de conformidad con los intereses del peticionario”. 
“(...), la llamada “pronta resolución" exige el deber por parte de las autoridades administrativas 
de pronunciarse respecto de la solicitud impetrada. Se trata de una obligación de hacer, en 
cabeza de la autoridad pública, que requiere del movimiento del aparato estatal con el fin de 
resolver la petición ya sea favorable o desfavorablemente en relación con las pretensiones del 
actor y evitar así una parálisis en el desempeño de la función pública y su relación con la 
sociedad.” 

 
Adicionalmente en la Sentencia T - 077 del 2018 que reiteró lo dispuesto por la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C - 418 del 2017, estableció nueve características del 
derecho de petición, así: 
 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. 
2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, como los 
derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la participación política. 
3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser oportuna, es 
decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la respuesta debe resolver 
de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y congruente con lo 
solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. 
4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se concreta 
necesariamente en una respuesta escrita. 
5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las autoridades 
públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones privadas y en general, a 
los particulares. 
6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones formuladas 
fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, que señalaba un 
término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no pudiere darse la respuesta en 
ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar los motivos de la imposibilidad, 
señalando además el término en el que sería dada la contestación. 
7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 
oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, el silencio 
administrativo es prueba de la violación del derecho de petición. 
8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición no la 
exonera del deber de responder. 
9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar la 
respuesta al interesado”. 

  
Lo anterior, permite concluir que la Corte Constitucional se ha ocupado de fijar tanto 
el sentido como el alcance del derecho de petición; así las cosas, ha reiterado que las 
peticiones respetuosas presentadas ante las autoridades o ante particulares, deben ser 
resueltas de manera oportuna, completa y de fondo, y no limitarse a una simple 
respuesta formal. 
 
Partiendo de lo descrito anteriormente y, teniendo en cuenta la naturaleza y alcance de 
este derecho, la Corte Constitucional en Sentencia T- 558 de 2007 afirmó que el núcleo 
fundamental del derecho de petición está constituido por: 
 

i) El derecho que tiene el peticionario a obtener una respuesta de fondo, clara y precisa. 
ii) La pronta respuesta de parte de la autoridad solicitada.  

 
Descendiendo al caso bajo estudio, la señora Diva Buitrago Martínez considera que la 
UARIV, le está vulnerando sus derechos fundamentales de petición e igualdad, por lo 
que solicita al Juzgado se ordene a la convocada contestar de fondo el derecho de 
petición radicado el 29 de junio de 2021, manifestándole una fecha cierta de cuándo se 
le va a cancelar la indemnización por el hecho victimizante del homicidio de su 
compañero permanente. 
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Verificado el material probatorio que reposa en el plenario, se tiene que la demandante 
interpuso derecho de petición ante la entidad accionada el 29 de junio del año en curso, 
en el que solicitó: 
 

“1.- De acuerdo a lo anterior y de acuerdo al formulario diligenciado. En mi caso de 
INDEMNIZACIÓN HOMICIDIO DE HERNÁN PERILLA AYALA. En particular CUANDO me 
entregan la carta cheque. 
 
2.- De acuerdo a mi proceso. Que documentos me hacen falta para esta indemnización. 
 
3.- Ya anexé la documentación requerida para la indemnización, pero más sin embargo allego 
los documentos requeridos”. 

 
Por su parte, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV 
atendió el requerimiento de la accionante, emitiendo la comunicación con radicado de 
salida N° 202172022027801 del 29 de julio de 2021, mediante la cual le informó lo 
siguiente: 
 

“Atendiendo a la petición, relacionada con la indemnización administrativa por el hecho 
victimizante DESAPARICIÓN FORZADA DE HERNÁN PERILLA AYALA, la Unidad para las 
Víctimas brinda una respuesta conforme a lo dispuesto en el artículo 14 y siguientes del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que está en concordancia 
con la Ley Estatutaria 1755 de 2015, y bajo el contexto normativo de la Resolución No. 01049 del 
15 de marzo de 2019, por medio de la cual “se adoptada el procedimiento para reconocer y 
otorgar la indemnización por vía administrativa, se crea el método técnico de priorización, se 
deroga las Resoluciones 090 de 2015 y 01958 de 2018 y se dictan otras disposiciones”. en los 
siguientes términos: 
 
Para iniciar con el procedimiento, le informamos que, solicitamos que se comunique de manera 
inmediata con la Unidad en la Línea Gratuita Nacional 0180000-911119 desde cualquier celular 
desde Bogotá al 4261111 o Canal Virtual previsto en la página 
https:/www.unidadvictimas.gov.co/es/servicio-al-ciudadano/44486, ambos en horario de 
lunes a viernes de 7:00 a.m. a 9:00 p.m. y sábados de 7:00 a.m. a 5:00 p.m. (…)” 
…. 
 
“(…) Una vez usted haya proporcionado los documentos relacionados al caso particular se 
realizará la toma de solicitud de indemnización administrativa, y a partir de este momento la 
Unidad para las Víctimas contará con un término de ciento veinte (120) días hábiles para 
analizarla y tomar una decisión de fondo sobre si es procedente o no el reconocimiento del 
derecho a la medida indemnizatoria. 

 
Es preciso advertir que, de ser procedente la medida, pero no acreditarse alguna situación de 
urgencia manifiesta o de extrema vulnerabilidad prevista en el artículo 4 de la Resolución 
No.01049 del 15 de marzo de 2019, el orden de otorgamiento o pago de la indemnización estará 
sujeto al resultado de la aplicación del Método Técnico de Priorización. 

 
Para un mayor entendimiento, es importante mencionar que el método técnico de priorización es 
un proceso técnico que permite a la Unidad diversas características de las víctimas mediante la 
evaluación de variables demográficas; de caracterización del hecho victimizante; y de avance en 
la ruta de reparación, con el propósito de generar el orden más apropiado para entregar la 
indemnización administrativa de acuerdo con la disponibilidad presupuestas destinada para tal 
fin. Este proceso que se aplicará anualmente, y su aplicación será respecto de la totalidad de 
víctimas que al finalizar el 31 de diciembre del año inmediatamente anterior cuenten con decisión 
de reconocimiento de indemnización administrativa a su favor. 

 
En el evento de no alcanzar la disponibilidad presupuestal para el desembolso de la medida de 
indemnización de acuerdo con el orden establecido por la aplicación del método de priorización, 
se pondrá a disposición de las víctimas la información que les permita saber que su desembolso 
no fue autorizado, y que se aplicará nuevamente el método en la vigencia siguiente, con el 
propósito de establecer un nuevo orden de entrega. 

 
Por último, es pertinente aclararle que los montos y orden de entrega de la medida de 
indemnización administrativa depende de las condiciones particulares de cada víctima, del 
análisis del caso concreto y la disponibilidad presupuestal anual con la que cuenta la Unidad, de 
igual forma, la entrega de la indemnización administrativa depende de que se cuente con un 
estado de inclusión en el Registro Único de Víctimas (…)”. 
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Ahora bien, la respuesta en cuestión fue remitida a la dirección electrónica suministrada 
por la demandante en el escrito de tutela, esto es, edganpi@gmail.com  tal y como consta  
a folio 9 del escrito de contestación.  
 
En tales condiciones, encuentra esta sede judicial que la autoridad accionada Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV, no está incursa en la 
transgresión denunciada por la accionante, toda vez que atendió la petición que suscita 
este mecanismo de amparo, en la medida que emitió respuesta al derecho de petición 
de la actora, informándole sobre el procedimiento que habrá de seguir para acceder a la 
medida de indemnizatoria solicitada.  
 
Ahora bien, frente al dicho de la parte actora, referente a que aportó los documentos 
requeridos para la indemnización por el hecho victimizante del homicidio de su 
compañero permanente, no probo dicha situación, pues, no aportó prueba de su 
radicación ante la entidad aquí convocada, incumpliendo con la carga de la prueba que 
le correspondía, en efecto la Corte Constitucional en la Sentencia T-131 de 2007 
explicó:“la Corte estableció que en sede de tutela generalmente la carga de la prueba incumbe 
al accionante. La persona que pretenda el amparo de un derecho fundamental debe demostrar 
los hechos que sustentan sus pretensiones y llevar al juez a tomar una decisión con certeza y 
convicción de la amenaza o vulneración del derecho invocado (…)”. 
 
Lo anterior, a todas luces descarta que la respuesta de la convocada UARIV, hubiese 
sido evasiva o incompleta, pues responde de fondo a la solicitud elevada por la actora, 
el 29 de junio del año 2021, por lo que a juicio del despacho no se configura la violación 
deprecada en la presente tutela razón por la cual se negará el amparo solicitado y se 
invita a la señora Diva Buitrago Martínez para que aporte los documentos señalados en 
la respuesta de su derecho de petición calendada 29 de julio del año en curso, a efecto 
de que pueda acceder a la medida indemnizatoria solicitada.  
 
Ahora bien, bajo el panorama expuesto en el presente caso, resulta incuestionable, que 
en el caso objeto de estudio se está ante frente a lo que la jurisprudencia ha denominado 
carencia actual de objeto por hecho superado, al haber cesado la situación que generaba 
la presunta amenaza o violación del derecho fundamental de la actora, por cuanto la 
circunstancia que motivó el ejercicio de la acción de tutela, fue surtida. 
 
Recuérdese, que el ejercicio del derecho de petición no lleva implícita la posibilidad 
de exigir que la respuesta sea resuelta en un determinado sentido, menos 
aún que sea favorable a lo pretendido por el interesado, pues, se repite, esta 
garantía fundamental se satisface cuando se da respuesta congruente, se le comunica al 
interesado y se resuelve de fondo la totalidad de las pretensiones elevadas, lo que aquí 
aconteció conforme se dejó visto. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR el amparo de los derechos fundamentales deprecados por la 
señora DIVA BUITRAGO MARTÍNEZ, identificada con C.C.41.502.010, contra la 
UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 
VÍCTIMAS, por carencia actual de objeto en razón a que se configura un hecho 
superado. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a 
las partes, en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
 

mailto:edganpi@gmail.com
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TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente 
a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en 
el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
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Nohora Patricia Calderon Angel 

Juez Circuito 
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